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SENTENCIA 

SALA CONSTITUCIONAL 

TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA 

 

NULIDAD DEL ACTO LEGISLATIVO  

LEY DE EDUCACIÓN INTERCULTURAL BILINGÜE INDÍGENA, SANCIONADA 

POR LA ASAMBLEA NACIONAL 

En fecha 25 de noviembre de 2016 la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, con 

ponencia del Magistrado Carmen Zuleta de Merchan, expediente número 16-1114, dictó 

sentencia en la que declaró la nulidad  del acto legislativo sancionatorio de la Ley de Educación 

Intercultural Bilingüe Indígena, realizado por la Asamblea Nacional el 8 de noviembre de 2016, 

decisión que fue publicada en la Gaceta Judicial del portal del Tribunal Supremo de Justicia en 

fecha 09 de enero de 2017, bajo el sumario N° 805. 

La Sala estableció: 

IV 

CONSIDERACIONES PARA DECIDIR 

Determinada su competencia, corresponde previamente a esta Sala realizar las 

siguientes consideraciones: 

En el presente caso se somete a consideración de la Sala el control previo de 

constitucionalidad de la Ley de Educación Intercultural Bilingüe Indígena, sancionada 

por la Asamblea Nacional, cuyas disposiciones no sólo son de carácter general y 

afectarían a la colectividad de ser promulgadas, sino que además su sanción se 

produce en el marco de una situación de derecho particular, la cual ya ha sido 

advertida en sentencias vinculantes de esta Sala con relación a la validez de las 

decisiones de la Asamblea Nacional y que se relaciona directamente con el resguardo 

del orden público constitucional (cfr. sentencias Nros. 808/2016 y 814/2016) que 

obligan a esta Sala con fundamento en la función tuitiva del Texto Fundamental que 

le ha sido encomendada a proceder a su evaluación y control, en los siguientes 

términos: 



 
2 

 

 
Av. Libertador, Edificio Multicentro Empresarial del Este, Edificio Miranda, Piso 11, Oficina B-113, Chacao, Caracas – Miranda 

Zona Postal 1060, Venezuela. Teléfonos: +58.212.2635902 +58.212.2637902 Fax: +58.212.2660079. 
www.zaibertlegal.com - escritorio@zaibertlegal.com 

 

En este orden de ideas, esta Sala observa que la Ley de Educación Intercultural 

Bilingüe  Indígena fue sancionada por la Asamblea Nacional mediante sesión 

celebrada el 8 de noviembre de 2016, luego de la incorporación de los ciudadanos 

Julio Ygarza, Nirma Guarulla y Romel Guzamana, actuando como Diputados del 

órgano legislativo nacional, con ocasión a la juramentación de los mismos realizada 

por la Directiva de dicho órgano legislativo el 28 de julio de 2016, lo cual constituye 

un hecho comunicacional, es decir, goza de notoriedad al ser transmitido de manera 

uniforme por los distintos medios de comunicación, tal como se denota del propio 

portal web de la Asamblea Nacional, desde cuya oportunidad dichos ciudadanos 

participaron en los debates, deliberaciones y votaciones que fueron efectuadas en el 

pleno del aludido órgano parlamentario, tal cual lo ha señalado esta Sala en ejercicio 

de su labor jurisdiccional (vid. sentencia N° 808 del 2 de septiembre de 2016). 

Al respecto, se reitera una vez más que la Sala Electoral del Tribunal Supremo 

de Justicia en sentencia N° 260 del 30 de diciembre de 2015 “ORDEN[Ó] de forma 

provisional e inmediata la suspensión de efectos de los actos de totalización, 

adjudicación y proclamación emanados de los órganos subordinados del Consejo 

Nacional Electoral respecto de los candidatos electos por voto uninominal, voto lista 

y representación indígena en el proceso electoral realizado el 6 de diciembre de 2015 

en el estado Amazonas para elección de diputados y diputadas a la Asamblea 

Nacional (…)”. 

Posteriormente, la referida Sala Electoral en sentencia N° 108 del 1° de 

agosto de 2016, sostuvo, lo siguiente: “(…) 1. EL DESACATO a las sentencias de 

la Sala Electoral número 260 de fecha 30 de diciembre de 2015 y número 1 del 11 

de enero de 2016, y en caso de mantenerse el desacato de las referidas decisiones, 

se reservan todas aquellas acciones o procedimientos judiciales a que haya 

lugar. 2. LA INVALIDEZ, INEXISTENCIA E INEFICACIA JURÍDICA por 

violación flagrante del orden público constitucional en el pretendido acto de 

juramentación de los ciudadanos Julio Ygarza, Nirma Guarulla y Romel Guzamana 

en el cargo de Diputados de la Asamblea Nacional realizado el 28 de julio de 2016 

por la Junta Directiva del órgano legislativo nacional, así como de aquellos actos o 

actuaciones que dictare la Asamblea Nacional con la juramentación de los 

prenombrados ciudadanos (…)” (negrillas del original y subrayado de esta Sala). 

De allí que esta Sala Constitucional en sentencia N° 808 del 2 de septiembre 

de 2016, haya precisado al referirse a la ejecutoriedad de las sentencias dictadas por 

los Tribunales de la República como una manifestación cardinal del derecho a la 

tutela judicial efectiva, consagrado en el artículo 26 de la Constitución de la 

República Bolivariana de Venezuela, en el entendido que todo acto que pretenda 

impedir o menoscabar la materialización de ese derecho a la ejecutoriedad y 

ejecución de una decisión judicial, se convierte abiertamente en una franca violación 

del prenombrado derecho, que los actos emitidos en el pleno de dicho órgano 

parlamentario resultan absolutamente nulos por usurpación de autoridad, con 
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ocasión al desacato por parte de la Asamblea Nacional de las aludidas decisiones 

judiciales dictadas por la Sala Electoral bajo los Nos. 260 de fecha 30 de diciembre 

de 2015 y 1 del 11 de enero de 2016, en los siguientes términos: 

“(…) [E]n torno a que todos los actos de cualquier índole, que sean dictados por la 

Asamblea Nacional, mientras se mantenga la incorporación de los ciudadanos 

Nirma Guarulla, Julio Haron Ygarza y Romel Guzamana, fungiendo como 

Diputados de dicho órgano legislativo, resultan absolutamente nulos por la 

usurpación de autoridad de dichos ciudadanos que ha sido declarada por la Sala 

Electoral del Tribunal Supremo de Justicia, mediante el procedimiento legalmente 

establecido a tales efectos, y por ello así estar dispuesto de manera categórica y 

expresa en la motivación y en los dispositivos de los fallos recién mencionados (…) 

[Ello por cuanto] la actuación desplegada por la Asamblea Nacional, no tan solo al 

proceder a una nueva juramentación e incorporación de ciudadanos como 

diputados de dicho órgano parlamentario, en contravención a la disposición 

expresa contenida en un fallo judicial, sino también por continuar desconociendo lo 

dispuesto en una sentencia emanada de este Máximo Tribunal en Sala Electoral, en 

el que claramente se determina la nulidad de cualquier acto emanado de dicho 

órgano parlamentario, en contumacia y rebeldía a lo dispuesto por dicha 

decisión, es decir, con la incorporación de los ciudadanos Nirma Guarulla, Julio 

Haron Ygarza y Romel Guzamana como Diputados de dicha Asamblea Nacional, 

se traduce en la nulidad absoluta de dichos actos así emanados, por la 

contravención expresa a un mandato judicial, que desde luego vulnera y 

desconoce claramente la noción de Estado Democrático y Social de Derecho y de 

Justicia consagrada en el artículo 2 constitucional, el derecho a la tutela judicial 

efectiva (artículo 26) y lo dispuesto por el artículo 253 constitucional; resultando, 

por ende, dichos actos absolutamente nulos y sin ningún tipo de validez y eficacia 

jurídica. Así se declara (…)” (destacado de esta Sala). 

De igual forma, la Sala estableció claramente en sentencia 814/2016, 

que: “(…) Se reitera lo declarado por esta Sala en la sentencia n.° 808 del 2 de 

septiembre de 2016, en la que, entre otros pronunciamientos, se declaró ‘que 

resultan manifiestamente inconstitucionales y, por ende, absolutamente nulos y 

carentes de toda vigencia y eficacia jurídica, los actos emanados de la Asamblea 

Nacional, incluyendo las leyes que sean sancionadas, mientras se mantenga el 

desacato a la Sala Electoral del Tribunal Supremo de Justicia’ (…)”. 

Con fundamento en los criterios jurisprudenciales parcialmente transcritos, 

esta Sala, considerando la notoriedad comunicacional de la situación 

irregular supra señalada; y en resguardo del orden público constitucional, en función 

de lo juzgado por la Sala Electoral del Tribunal Supremo de Justicia y de lo 

establecido en sus propias decisiones, resulta evidente que el referido desacato por 

parte del órgano legislativo nacional se produjo a partir del 28 de julio de 2016, 
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siendo que el Presidente de la República recibió la ley para su promulgación con 

posterioridad al momento en que se produjo dicha circunstancia, lo que incidió en la 

consideración del Jefe de Estado en cuanto a que la misma no resultaba 

constitucional por tal motivo. 

Adicionalmente, la Sala observa que en el presente caso igualmente se 

verifica el desacato por parte de la Asamblea Nacional a la sentencia  N° 269 del 21 

de abril de 2016, en cuanto al proceso de formación de leyes de conformidad con lo 

dispuesto en dicho fallo. 

En efecto, en la referida sentencia 269 del 21 de abril de 2016 esta Sala 

determinó lo siguiente: 

“(…)No basta entonces la simple iniciativa, sino que debe tener una exposición de 

motivos y el acompañamiento del estudio del impacto e incidencia presupuestaria y 

económica, o en todo caso, el informe de la Oficina de Asesoría Económica y 

Financiera de la Asamblea Nacional, tal y como lo ordena el propio Reglamento 

Interior y de Debates de dicho órgano, inclusive con la sanción de devolución a sus 

proponentes de ley y suspensión del procedimiento de formación si no se cumplen 

con estos pasos previos. 

¿En razón a qué, toda iniciativa de ley debe llevar consigo una información técnica 

sobre el impacto e incidencia que en la economía y finanzas del Estado ha de tener 

dicha pretensión normativa?. A que toda ley comporta para su ejecución y 

cumplimiento una erogación del Presupuesto Nacional. 

El aval económico que debe soportar todo proyecto de ley debe contar con la 

disponibilidad presupuestaria del Tesoro Nacional, de conformidad con el artículo 

314 de la Constitución. 

Para más ilustración sobre la importancia del tema presupuestario, encontramos 

normas constitucionales que hacen de vital interés, para los asuntos de la República, 

el cuidado que deben tener las altas autoridades nacionales en el manejo de los 

recursos en este ámbito (véanse, artículos 287, 289 y 291 de la Constitución). 

De hecho encontramos que el Presidente de la República tiene, entre sus 

atribuciones y obligaciones previstas en el artículo 236 de la Constitución en su 

numeral 11, la de Administrar la Hacienda Pública Nacional; la del numeral 13, 

decretar créditos adicionales al Presupuesto, previa autorización de la Asamblea 

Nacional o de la Comisión delegada. 

Corresponde por igual al Ejecutivo Nacional, cumplir con las exigencias del 

Régimen Presupuestario consagradas en los artículos 311 y siguientes de la Norma 

Suprema, pues la misma obliga a que la gestión fiscal debe estar regida, para poder 

ser ejecutada, con base en los principios de eficiencia, solvencia, transparencia, 

responsabilidad y equilibrio fiscal. Para ello, la Asamblea Nacional recibe la 

presentación del Ejecutivo Nacional, para su sanción legal, un marco plurianual para 
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la formulación presupuestaria que debe contener los límites máximos de gasto y 

endeudamiento que hayan de contemplarse en los presupuestos nacionales. 

Por ello, la propia Constitución (artículo 312) obliga a fijar límites al endeudamiento 

público de acuerdo con un nivel prudente en relación con el tamaño de la economía, 

de ahí que, toda la administración económica y financiera del Estado se rige por un 

presupuesto de ley nacional presentado por el Ejecutivo Nacional anualmente y 

aprobado por la Asamblea Nacional (artículo 313 Constitucional) y como 

consecuencia de ello, la Constitución en su artículo 314 señala con precisión que no 

se hará ningún tipo de gasto que no haya sido previsto en la Ley de Presupuesto, y 

que para decretar un crédito adicional al mismo debe contarse con recursos en la 

Tesorería Nacional para atender la respectiva erogación. 

Igualmente, para la Asamblea Nacional existe una obligación constitucional de 

tomar en cuenta las limitaciones financieras del país cuando le corresponda acordar 

y ejecutar su propio presupuesto de gastos (artículo 187, numeral 22 de la 

Constitución). 

Por ello es importante precisar que durante el procedimiento de discusión y 

aprobación de los proyectos de leyes, junto a la exigencia reglamentaria ya 

analizada, encontramos en el artículo 208 constitucional que el Cuerpo 

Parlamentario, en la primera discusión del proyecto de ley, ha de considerar no sólo 

la exposición de motivos, sino que está obligado a evaluar sus objetivos, así como su 

alcance y viabilidad para poder determinar su pertinencia; y obligatoriamente 

conforme a la previsión del artículo 211 constitucional debe consultarse a los otros 

Órganos del Estado, a los ciudadanos y ciudadanas, teniendo prioridad especial por 

ejemplo, en el derecho de palabra, los Ministros o Ministras en representación del 

Poder Ejecutivo para oír su opinión sobre el proyecto de ley. Esto nos lleva a 

entender la obligatoria concertación que debe existir entre la Asamblea Nacional y 

los otros Órganos del Estado durante la discusión y aprobación de las leyes. 

De ahí que la viabilidad exigida en todo Proyecto de Ley tiene que ver no sólo con el 

impacto e incidencia económica y presupuestaria que tendría para el Estado 

venezolano sino con la concertación obligatoria que entre ambos Poderes, 

Legislativo y Ejecutivo debe existir”. (Subrayado de la Sala). 

Así conforme al citado fallo, obviar los pasos en el proceso de formación de la 

Ley, previstos en el Reglamento Interior y de Debates de la propia Asamblea 

Nacional  no permite su perfeccionamiento para ser sancionada por dicho órgano y 

promulgada por el Presidente de la República, porque al carecer de los elementos 

sustanciales que permiten darle existencia, viabilidad en cuanto a los objetivos y 

alcances que se pretende dentro del ordenamiento jurídico, la Ley estaría viciada de 

nulidad. 

En este sentido, la referida sentencia N.° 269 de manera cautelar destacó que: 
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“(…) en aras de garantizar el principio constitucional de equilibrio fiscal contenido 

en el Texto Constitucional así como el principio de legitimidad del gasto, al existir 

límites de los gastos durante el año fiscal en curso, por cada una de las entidades del 

Sector Público de acuerdo a los ingresos que los financian, esto es, con la 

disponibilidad de los Fondos Públicos, máxime cuando se está en presencia de una 

situación de excepcionalidad económica a nivel nacional, tal como lo ha declarado 

esta Sala en sentencia n° 4 de fecha 20 de enero de 2016, mediante la cual se decidió 

la constitucionalidad del Decreto n° 2.184, que declara el Estado de Emergencia 

Económica en todo el territorio nacional, de conformidad con la Constitución de la 

República Bolivariana de Venezuela, publicado en la Gaceta Oficial de la República 

Bolivariana de Venezuela n.° 6.214 extraordinario del 14 de enero de 2016, así como 

del Decreto n.° 2.270 del 11 de marzo de 2016, publicado en Gaceta Oficial de la 

República Bolivariana de Venezuela n.° 6219 Extraordinario del 11 de marzo de 

2016, dictado por el Presidente de la República, mediante el cual, prorroga por 

sesenta (60) días el plazo establecido en el Decreto n° 2.184, antes identificado; se 

considera necesario, para no generar expectativas irresponsables contrarias a la ética, 

a la transparencia y a la democracia, mientras se decida el fondo del presente 

recurso, establecer que el informe sobre el impacto e incidencia presupuestaria y 

económica, o en todo caso, el informe de la Dirección de Asesoría Económica y 

Financiera de la Asamblea Nacional que debe acompañar a todo proyecto de ley, a 

que se refiere el numeral 3 del artículo 103 del Reglamento Interior y de Debates de 

la Asamblea Nacional, son requisitos esenciales y obligatorios sin los cuales no se 

puede discutir un proyecto de ley, y que los mismos, en previsión de los artículos 

208, 311, 312, 313 y 314 de la Constitución, deben consultarse con carácter 

obligatorio por la Asamblea Nacional –a través de su Directiva- al Ejecutivo 

Nacional- por vía del Vicepresidente Ejecutivo- a los fines de determinar su 

viabilidad económica, aun los sancionados para la fecha de publicación del presente 

fallo, en aras de preservar los principios de eficiencia, solvencia, transparencia, 

responsabilidad y equilibrio fiscal del régimen fiscal de la República, tomando en 

consideración las limitaciones financieras del país, el nivel prudente del tamaño de 

la economía y la condición de excepcionalidad económica decretada por el Ejecutivo 

Nacional.” (Subrayado de la Sala). 

Concluyó dicha sentencia resaltando la necesidad de esta consulta 

interorgánica para la validez de las leyes sancionadas por la Asamblea Nacional en 

los siguientes términos: 

“(…) estima necesario de manera provisional y mientras se decida el fondo del 

presente recurso, teniendo por norte el artículo 207 constitucional, establecer –como 

antes se apuntó- que el informe sobre el impacto e incidencia presupuestaria y 

económica, o en todo caso, el informe de la Dirección de Asesoría Económica y 

Financiera de la Asamblea Nacional que debe acompañar a todo proyecto de ley, a 

que se refiere el numeral 3 del artículo 103 del Reglamento Interior y de Debates de 
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la Asamblea Nacional, son requisitos esenciales y obligatorios sin los cuales no se 

puede discutir un proyecto de ley, y que los mismos, en previsión de los artículos 

208, 311, 312, 313 y 314 de la Constitución, deben consultarse con carácter 

obligatorio por la Asamblea Nacional –a través de su Directiva- al Ejecutivo 

Nacional- por vía del Vicepresidente Ejecutivo- a los fines de determinar su 

viabilidad económica, aun los sancionados para la fecha de publicación del presente 

fallo, en aras de preservar los principios de eficiencia, solvencia, transparencia, 

responsabilidad y equilibrio fiscal del régimen fiscal de la República, tomando en 

consideración las limitaciones financieras del país, el nivel prudente del tamaño de 

la economía y la condición de excepcionalidad económica decretada por el Ejecutivo 

Nacional. 

De allí que lo establecido en este fallo, tenga carácter obligatorio, por cuanto todos 

los actos que emanen del órgano legislativo nacional están llamados al cumplimiento 

de la normativa vigente, en especial, la referida a la participación del pueblo en los 

asuntos públicos de la Nación, así como la intervención del órgano público 

competente en materia de planificación y presupuesto sobre el impacto económico 

de la ley a proponerse, lo cual como ya se apuntó reviste cabal importancia para el 

Estado, toda vez que cuando se propone una ley, independientemente de su 

contenido, la misma debe ser factible de ser ejecutada en la realidad, pues de lo 

contrario no tendría sentido dictar una ley cuya ejecución es de imposible 

cumplimiento. 

Ello por cuanto, la aplicación del instrumento normativo legal genera un impacto en 

el gasto público del Estado, de allí que sea imperioso que exista por parte del órgano 

del Poder Público competente para el diseño, manejo, y ejecución del Plan y del 

Presupuesto del Estado, el estudio especial sobre el impacto e incidencia económica 

y presupuestario que la ley propuesta tendrá, pues los gastos que realiza el Estado 

deben estar balanceados con los ingresos fiscales. Así se decide.” 

De lo anterior se desprende que la consulta sobre la viabilidad económica de 

una ley debe realizarse obligatoriamente con el Ejecutivo Nacional, previo a la 

sanción del texto legal, lo cual, no se desprende de la exposición de motivos, pues 

nada se señala al respecto, aun cuando  en la normativa sancionada se está diseñando 

un sistema integral de educación para los pueblos indígenas, que conforme al 

artículo 9 de la Ley faculta a los órganos competentes en materia de Educación y 

Pueblos Indígenas, a crear, codificar, registrar y garantizar el funcionamiento de 

instituciones, servicios y centros educativos indígenas, dejando la creación de 

centros o instituciones educativas dirigidas a pueblos y comunidades indígenas a un 

posterior proceso de “consulta previa establecido en la Ley que rige la materia”, de 

tal manera que se observa la previsión de unas  erogaciones por parte del Estado 

Venezolano, tanto en la creación de las instituciones y centros educativos, 

incluyendo todo lo relacionado con su infraestructura, adquisición de mobiliario y 
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demás enseres y consumibles, respecto a los cuales se deben tomar las previsiones 

presupuestarias para su cumplimiento. 

Asimismo, el artículo 24 establece el acceso a la tecnología y aplicaciones de 

informática a los pueblos y comunidades indígenas, sin que se indique el impacto 

que tal implementación supondrá, y por último, dispone que  los docentes indígenas 

tienen derecho a ser incluidos en el Sistema de Seguridad Social Integral y a percibir 

una remuneración o salario acorde con las condiciones geográficas especiales de las 

comunidades indígenas y las necesidades de transporte, salud, alimentación y 

vivienda, sin perjuicio de los derechos y beneficios laborales previstos en otras 

leyes, sin que tampoco se haya consultado el costo económico que ello comporta.    

Por tanto en la Exposición de Motivos debió indicarse la realización de la 

consulta obligatoria, ya que no puede eximirse el órgano legislativo de cumplir con 

su deber de realizar la consulta, aun cuando considere que la ley que va a sancionar 

carece de impacto económico. 

En atención a lo cual, se observa que en el proyecto normativo objeto del 

presente estudio, se obvió realizar la “determinación de la fuente de financiamiento, 

la viabilidad económica-presupuestaria y la obligación del Parlamento de acordar 

con el Poder Ejecutivo antes de sancionar cualquier texto legal por el impacto 

económico que en sí mismo tiene en el presupuesto fiscal”, así como 

determinar “si el Tesoro Nacional cuenta con recursos para atender a la respectiva 

erogación”, y tal como se estableció en la sentencia N° 327/2016, del 28 de abril, 

esto evidencia: 

“…el incumplimiento por parte de la Asamblea Nacional de varios criterios 

jurisprudenciales y postulados fundamentales que rigen el proceso de formación de 

la ley sub examine, como lo son los principios tutela integral de los derechos 

humanos, autonomía de los poderes públicos, transparencia, responsabilidad y 

equilibrio fiscal, supremacia constitucional y legalidad presupuestaria, determinados 

por la insuficiente previsión del impacto económico, junto a la correspondiente 

previsión y acuerdo presupuestarío, lo que determina la responsabilidad cardinal de 

la Asamblea Nacional en la necesaria viabilización de esta ley cuya 

constitucionalidad aquí se sostiene…”. 

Luego de un análisis detenido de la Exposición de Motivos de la Ley de 

Educación Intercultural Bilingüe  Indígena, sancionada por la Asamblea Nacional, 

advierte esta Sala que se evidencia la inobservancia del procedimiento de formación 

de la Ley, en virtud de lo preceptuado en el Reglamento Interior y de Debates de la 

Asamblea Nacional, tal como lo ha señalado la jurisprudencia de esta Sala, en 

particular en lo referente a la obligatoriedad del estudio de impacto económico para 

determinar la viabilidad de la legislación, lo cual resulta absolutamente necesario 

para su sanción e ingreso en el ordenamiento jurídico nacional, según lo previsto en 

los artículos 208, 311, 312, 313 y 314 de la Constitución de la República bolivariana 
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de Venezuela, relacionados con la obligatoriedad por parte de la Asamblea Nacional, 

tal como lo reconoció esta Sala mediante la sentencia N.° 269 del 21 de abril de 

2016, ratificado en sentencia N° 343 del 6 de mayo de 2016, según la cual la 

Asamblea Nacional debe consultar con el Ejecutivo nacional -por vía del 

Vicepresidente Ejecutivo- a los fines de determinar la viabilidad económica de la 

Ley, en aras de preservar los principios de eficiencia, solvencia, transparencia, 

responsabilidad y equilibrio del régimen fiscal de la República, tomando en 

consideración las limitaciones financieras del país, el nivel prudente del tamaño de 

la economía y la condición de excepcionalidad económica decretada por el Ejecutivo 

Nacional. 

En tal sentido, esta Sala reitera que en su condición de máxima y última 

intérprete de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, debe 

garantizar la supremacía y efectividad de las normas y principios constitucionales, 

correspondiéndole fijar las interpretaciones sobre su contenido y alcance, por lo que 

una legislación que se concrete en el desconocimiento del vértice normativo del 

ordenamiento jurídico de la República -dentro de la cual se encuentra el 

pronunciamiento de esta Sala para hacer cumplir las disposiciones 

constitucionales-, conlleva como consecuencia la nulidad de todas las actuaciones 

que la contraríen; más aún cuando esta Sala ha reiterado pacíficamente que no 

existen actos de los órganos que ejercen el Poder Público que puedan desarrollarse al 

margen de la Constitución (ver artículos 1, 2, 3, 5, 7, 137, 253, 266, 334, 335 y 336 

Constitucionales). 

Así entonces, vista la situación de desacato en que se encuentra la Asamblea 

Nacional ante la conformación del pleno para el momento en que fue sancionada la 

Ley de Educación Intercultural Bilingüe Indígena, así como incumplimiento de la 

obligación formal de consultar lo relacionado con el impacto económico que tiene la 

promulgación de la Ley, esta Sala considera motivos suficientes para declarar 

inconstitucional el acto sancionatorio, sin que sea necesario en este estado entrar a 

pronunciarse acerca de cada una de las disposiciones contenidas en el precitado 

instrumento. 

Sobre la base de tales consideraciones, dado que en el presente caso está 

involucrado el orden público constitucional, la Sala en ejecución de sus propias 

decisiones y en el marco de sus competencias, conforme al artículo 335 de la 

Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y con fundamento en los 

fallos de esta Sala Nros. 808/2016, 814/2016 y 269/2016,  declara la nulidad del acto 

legislativo mediante el cual se sancionó la Ley de Educación Intercultural Bilingüe 

Indígena. Así se decide. 

Por último, esta Sala exhorta a la Asamblea Nacional a realizar el 

acto parlamentario formal de desincorporación de los ciudadanos Nirma Guarulla, 

Julio Haron Ygarza y Romel Guzamana, como lo hizo el 11 de enero del presente 
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año; en respeto a los principios de paralelismo de las formas, legalidad, seguridad 

jurídica y supremacía constitucional, ante la manifestación de voluntad de los 

referidos ciudadanos de desincorporarse del cargo, de la que ha tenido conocimiento 

esta Sala. (Vid sentencia 952 del 21 de noviembre de 2016).  

Para revisar la sentencia completa, pulse aquí o siga el siguiente vínculo: 

http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/noviembre/193155-1013-251116-2016-16-1114.HTML 

09 de enero de 2017 

 

*El presente boletín fue preparado y divulgado por ZAIBERT & ASOCIADOS. Su propósito es difundir 

información de interés general en materia jurídica. El contenido de este informe no puede ser interpretado como 

una recomendación o asesoría para algún caso específico. Se recomienda consultar especialistas en la materia 

para la aplicación de su contenido. Quedan expresamente reservados todos los derechos. 

 

http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/noviembre/193155-1013-251116-2016-16-1114.HTML
http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/noviembre/193155-1013-251116-2016-16-1114.HTML

